[image: image1.wmf]

	Asuntos Académicos

	CONSEJO DE UNIVERSIDADES. INSTRUCCIÓN

	 
	Resolución CE, Nº 857/13
Buenos Aires, 14 de mayo de 2013


	Visto: 


que en el seno del consejo de Universidades, se encuentra en tratamiento la 
reglamentación de la educación a distancia. Y 

Considerando: 


que la Comisión de Asuntos Académicos encomendó a la Red Universitaria de Educación a Distancia (RUEDA) la elaboración de un documento que constituye propuesta de modificación de la normativa que regula los procesos de evaluación en la modalidad de educación a Distancia; 


que dicho documento fue aprobado en la última reunión de la Comisión, llevada a 
cabo el día 23 de abril;

que corresponde al Comité Ejecutivo producir instrucciones a los representantes 
del CIN ante el Consejo de Universidades, de acuerdo a lo establecido en el art. 19º del Estatuto. 

Por ello,


EL COMITÉ EJECUTIVO DEL

CONSEJO INTERUNIVERSITARIO NACIONAL

RESUELVE: 


Art. 1º: Instruir a los representantes del CIN ante el Consejo de Universidades a sostener la opinión que se detallan en el anexo de la presente, en relación a la discusión sobre la modificación de reglamentación de la Educación a Distancia.


Art. 2º: Regístrese, dése a conocer y archívese. 
Gustavo Eduardo Lugones
Arturo Roberto Somoza
Director General
Presidente



Resol. Nº 857/13 – Anexo 

Propuesta de modificación de la normativa que regula los procesos de evaluación de la modalidad a Distancia en las Universidades.

Antecedentes normativos y situación actual de la educación a distancia en las universidades argentinas
La Ley Federal de Educación (promulgada el 29 de abril de 1993) establecía en el Artículo 24º que “La organización y autorización de Universidades alternativas, experimentales, de postgrado, abiertas, a distancia, institutos universitarios tecnológicos, pedagógicos y otros creados libremente por iniciativa comunitaria, se regirán por una ley específica.”

La Ley Federal de Educación fue derogada por la Ley de Educación Nacional nro. 26.206 (promulgada en diciembre de 2006).

La Ley Nº 24.521, específica para toda la educación superior (promulgada en agosto de 1995), delimitó en su Artículo 74
, el alcance de lo prescrito en el Artículo 24 de la Ley Federal de Educación, al referirla expresamente a “modelos diferenciados de diseño de organización institucional y de metodología pedagógica” adoptados por instituciones de nivel equivalente al de las demás universidades.

Asimismo, a estas Instituciones la Ley les extendió las disposiciones sobre los procedimientos de creación o autorización institucional y los regímenes de títulos y de evaluación comunes al sistema universitario, encomendando al Poder Ejecutivo Nacional sólo la reglamentación de los restantes aspectos de su organización y funcionamiento.

Tal interpretación de las normas se realiza de la lectura de la propia Ley, de los considerandos del Decreto N° 81/982
 del PEN (dictado en enero de 1998), reglamentario del Artículo 74 de la Ley de Educación Superior. 

En el mismo Artículo 74 de la Ley Nº 24.521, se prescribe que dichas instituciones, que tendrán por principal finalidad favorecer el desarrollo de la educación superior mediante una oferta diversificada pero de nivel equivalente a la del resto de las Universidades, serán creadas o autorizadas según corresponda conforme a las previsiones de los Artículos 48
 y 62
 de esa misma ley y serán sometidas al régimen de títulos y de evaluación establecidos en ella.

El mencionado Decreto 81/985
 del PEN, sustenta a través de las disposiciones de su Artículo 2° una serie de pautas e instructivos dictados por el Ministerio de Educación de la Nación, a los que deberán ajustarse el funcionamiento de las instituciones creadas, autorizadas o reconocidas en el marco del Artículo 74 de la Ley de Educación Superior. No obstante, está claramente expuesto en dicho instrumento legal, que los mismos se refieren a aspectos en que la organización y funcionamiento se aparten del régimen general previsto para las instituciones universitarias, siéndole aplicables en lo demás, esto es: disposiciones sobre los procedimientos de creación o autorización y los regímenes de títulos y evaluación comunes a todas las Universidades, las normas generales del sistema universitario.
Dentro de esa serie de documentos regulatorios, se incluye la Resolución Nº 1717/04 (aprobada en el 2004) del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación, según se desprende de la motivación normativa plasmada en sus considerandos.

Nótese que esta norma no sería de aplicación para las Universidades creadas, autorizadas o reconocidas fuera de los alcances del Artículo 74 de la Ley de Educación Superior aduciendo el ejercicio de las facultades delegadas al Ministerio a través del Artículo 41
 de esa misma Ley, de otorgar el reconocimiento oficial y la consecuente validez nacional a los títulos que expiden dichas instituciones, por cuanto, salvo para el caso de las carreras incluidas en el Artículo 43
, a ese efecto sólo le cabe al Ministerio de Educación, según lo establecido en el Artículo 42
, hacer respetar la carga horaria mínima que para cada plan de estudios fije éste en acuerdo con el Consejo de Universidades, incorporando además, para las carreras incluida en el Artículo 43, la exigencia de la adecuación a los contenidos curriculares básicos, la intensidad de la formación práctica y la acreditación periódica de dichas las carreras.

Respecto al reconocimiento oficial de la formación académica que ofrecen las Universidades, el Artículo 42 de la Ley de Educación Superior, que es de aplicación aún para las organizaciones creadas en el marco del Artículo 74 de esa Ley, respeta la autonomía académica de las instituciones universitarias, imponiéndole únicamente el cumplimiento de la carga horaria mínima fijada por el Ministerio de Educación en acuerdo con el Consejo de Universidades a los planes de estudios.

Las condiciones de acreditación para el reconocimiento oficial de los títulos, mientras tanto, queda prescrito por el Artículo 43 de la misma Ley, y limitado sólo a aquellas carreras cuyo ejercicio pudiera comprometer el interés público y a las que se les impondrá, como se mencionó, el cumplimiento de los contenidos curriculares y carga horaria, intensidad de la formación práctica, estándares específicos y la definición de las actividades reservadas aprobados por los órganos competentes, con intervención de la CONEAU.

Ahora bien, como se expresó en los párrafos anteriores, la Ley de Educación Nacional 26.206 derogó a la Ley Federal de Educación, y por ende el Artículo 24 dejó de tener vigencia.

La Ley 26.206 mantiene las prescripciones planteadas por la Ley Federal de Educación, en cuanto a la definición del Sistema de Educación Superior, según el Artículo 34
 se entiende que tal sistema está comprendido por las Universidades e Institutos Universitarios y por los Institutos de Educación Superior (antes denominados no universitarios).

Prescribe además, en el Artículo 35
 que para el sistema universitario rige la Ley de Educación Superior y para los Institutos de Educación Superior la Ley de Educación Técnico Profesional y las disposiciones propias de la 26.206.

La Ley de Educación Nacional además incluye un capítulo especial dedicado a la Educación a Distancia prescribiendo en los artículos 104 y 105 que la Educación a Distancia es una opción pedagógica y didáctica aplicable a distintos niveles y modalidades del sistema educativo nacional, que coadyuva al logro de los objetivos de la política educativa y puede integrarse tanto a la educación formal como a la educación no formal y que a los efectos de esta ley, la educación a distancia se define como la opción pedagógica y didáctica donde la relación docente-alumno se encuentra separada en el tiempo y/o en el espacio, durante todo o gran parte del proceso educativo, en el marco de una estrategia pedagógica integral que utiliza soportes materiales y recursos tecnológicos diseñados especialmente para que los/ as alumnos/as alcancen los objetivos de la propuesta educativa, enumerando en el Artículo106
 cuáles denominaciones quedan comprendidas.

Además el Art.107 declara que la Educación a Distancia deberá ajustarse a las prescripciones de la presente ley, a la normativa nacional, federal y jurisdiccional vigente en la materia, y a los procedimientos de control que emanen de los distintos niveles del Estado. Téngase en cuenta que la Ley que regula el otorgamiento y la validez de los títulos de las instituciones universitarias es la Ley de Educación Superior 24.521.

Diferente es el caso para el resto de los niveles educativos y para los Institutos e Educación Superior, que en los Artículos 108, 109 y 110
 prescriben al respecto (otorgamiento y validez de los títulos) en el marco del Consejo Federal de Educación.

Por último, la Dirección Nacional de Gestión Universitaria, con el fin ordenar la gestión para el otorgamiento de la validez oficial de los títulos en el marco de la Resolución 1717/04 ha emitido la Disposición DNGU_01/12.

Allí se establecen los criterios y procedimientos que utiliza la DNGU para el tratamiento de las solicitudes de validez nacional y el otorgamiento del reconocimiento oficial de los títulos correspondientes a la creación, modificación o revalidación de carreras gestionadas con Modalidad a Distancia.

Ahora bien, en el anexo de la Disposición 01/12, la norma establece que para la creación o modificación de carreras con modalidad a distancia, considera los mismos criterios, excepto la localización, que las planteadas para la presencialidad. Téngase presente que ello está en un todo de acuerdo con las competencias conferidas en la Ley Nacional de Educación y en los Artículos 41 y 43 de la Ley de Educación Superior. Pero además solicita una serie de puntos sostenidos en la 1717/04 y el decreto 81/98.

Conclusiones

Considerando que la Ley Federal de Educación fuera derogada, por un lado y que el Decreto 81/98 se refiere a la creación, autorización y reconocimiento de Instituciones Universitarias que respondan sustantivamente a modelos diferenciados de diseño de organización y metodología pedagógica. Que la 1717/04 se sustenta en ello, debiendo ser sostenido sólo en el Artículo 74 de la LES en sus partes correspondientes.

Que tanto el artículo 24 de la LEF como el 74 de la LES refieren y referían a Universidades atípicas, pero se le aplicó a la totalidad de las Instituciones Universitarias que incorporaran las tecnologías como medio de innovación en la docencia de grado o postgrado.

Que se entiende que el Decreto 81/98 pudiera estar vigente para la creación de aquel tipo de institución, pero que en ningún caso pudiera la excepción (artículo 74 LES) ser de aplicación para todas las Universidades del país, considerando entonces que la Resolución 1717/04 debe ser derogada.

Que la dinámica y experiencias institucionales en la Argentina han permitido avanzar en un esquema de acuerdos respecto a los puntos que un Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia, determinando además que el mismo debiera ser explicitado en el Proyecto Institucional al momento de crearse o autorizarse una Universidad.

Que de igual manera, ese Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia debiera ser explicitado ante la Secretaría de Políticas Universitarias, si la modalidad se incorporara a posteriori de la puesta en marcha de una Universidad y se encontrara en un período anterior al de su evaluación institucional.

Que en todos los casos, el Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia debiera ser considerado un componente en los procesos de la Evaluación Institucional y en los procesos de Evaluación y Acreditación de carreras ante la CONEAU, aportando además los planes de mejora que la experiencia y las actualizaciones tecnológicas permitan para garantizar una calidad creciente en el desarrollo de la docencia, la innovación pedagógica y la formación de profesionales.

Que teniendo en cuenta los lineamientos de la Ley de Educación Nacional 26.206, la Educación a Distancia se define como “una opción pedagógica y didáctica aplicable a distintos niveles y modalidades del sistema educativo nacional” (Artículo 104) y que ello responde a modelos educativos en “donde la relación docente-alumno se encuentra separada en el tiempo y/o en el espacio, durante todo o gran parte del proceso educativo, en el marco de una estrategia pedagógica integral que utiliza soportes materiales y recursos tecnológicos diseñados especialmente para que los/as alumnos/as alcancen los objetivos de la propuesta educativa” (Artículo 105).

Que al respecto se identifican una multiplicidad de denominaciones de acuerdo con el tipo de tecnologías utilizadas, de la existencia o no de instancias presenciales, de las formas de organización institucional, de los enfoques teóricos e ideológicos sustentados, de los modos de interactividad, y de los procesos a los que se alude (enseñanza, aprendizaje, educación, formación).

Que a los fines de generar una reglamentación al respecto, se puede argumentar que quedan comprendidas en la denominación “Educación a Distancia” las propuestas que suelen identificarse como:

educación o enseñanza semipresencial, no presencial, abierta, educación asistida, educación flexible, educación en línea, aprendizaje electrónico (e-learning), aprendizaje combinado (b-learning), bimodalidad, educación virtual, aprendizaje en red (network learning), aprendizaje o comunicación mediada por tecnologías, teleformación, cibereducación, aprendizaje ubicuo, aprendizaje móvil (mlearning) y otras que pudiesen surgir en el futuro, comprendidas por el alcance de la definición provista.

Que dichas denominaciones hablan de la diversidad de modelos educativos posibles que sustentan un Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia y más aún en el marco de la autonomía universitaria y de la heterogeneidad de las instituciones y ofertas educativas que el sistema universitario argentino desarrolla.

Que por ello es necesario evitar, a través de la evaluación por componentes muy estandarizados, una homogeneización en las propuestas; pero al mismo tiempo deben garantizarse la calidad de los proyectos educativos y la rendición de cuentas ante la sociedad. 

Que en ese sentido la Ley de Educación Superior establece que tanto las Instituciones Universitarias como las carreras del Artículo 43 deben ser evaluadas y acreditadas respectivamente ante la CONEAU, entendiendo entonces que los modos de enseñar con la modalidad deben comprenderse como un componente más a desarrollar en dichos procesos.

Que en consecuencia el Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia debe reflejar los fundamentos por las cuales la institución elige la modalidad, así como las intencionalidades educativas que se pretenden, los modos en que se espera alcanzarlas, las potencialidades con que cuenta, las dificultades y obstáculos que se prevén y las formas de sostener el proyecto en el tiempo. En ese sentido debe explicitar las estrategias que cada institución elige para desarrollar sus actividades de enseñanza; las tecnologías adoptadas con ese fin; los aspectos referidos a la organización del trabajo docente; las formas de organización y estructuras administrativas específicas para la gestión de la modalidad.

Que por su parte el Ministerio de Educación es quien otorga el reconocimiento oficial y validez nacional de títulos de pregrado, grado y posgrado correspondientes a estudios cursados en las instituciones universitarias comprendidas en el Artículo 26 de la Ley N° 24.521, debiendo para ello analizar los planes de estudios de las carreras que las instituciones universitarias ofrecen en la modalidad a distancia, propiciando su desarrollo con los máximos niveles de calidad.

Es por todo ello que se considera pertinente que las instituciones universitarias que solicitan reconocimiento de títulos con modalidad a distancia, previamente deban haber presentado su Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia en las instancias de evaluación y acreditación previstas por la LES, e incorporen en el diseño curricular, las cuestiones específicas relativas a las instancias de prácticas presenciales y con supervisión docente directa.

Es por ello que RUEDA propone:

1) Se derogue la 1717/04 por los fundamentos esgrimidos.

2) Se derogue la Disposición 01/12 de la DNGU.

3) Se establezca que las Instituciones que, al momento de su creación, autorización o reconocimiento, incorporen la modalidad de Educación a Distancia como Sistema Único o Complementario de la enseñanza de pregrado, grado o postgrado, deberán explicitar en el Proyecto Institucional de creación, autorización o reconocimiento ante CONEAU, el Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia que se implementará para tal fin. 

4) Se establezca que las Instituciones creadas, autorizadas o reconocidas que, al momento de incorporar la modalidad de Educación a Distancia como Sistema Complementario de la enseñanza de pregrado, grado o postgrado, deberán explicitar, ante la SPU, el Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia que se implementará para tal fin.

5) Se establezca que el Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia a presentar por las Instituciones podrá ser por Universidad o por Unidad Académica cuando razones de tamaño, complejidad y/o definiciones estatutarias propias de las instituciones universitarias así lo requieran.

6) Se establezca que en los procesos de Acreditación de Carreras del Artículo 43, se deberá tener en cuenta el Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia explicitado por la institución presentante. 

7) Se establezca que para la solicitud de otorgamiento del reconocimiento oficial y validez nacional de títulos de pregrado, grado y posgrado se expliciten e incorporen en el diseño curricular, las 9 cuestiones específicas relativas a las instancias de prácticas presenciales y con supervisión docente directa.

8) Se establezca que la Institución Universitaria realizará la presentación del Proyecto Pedagógico de Educación a Distancia, respetando los lineamientos y componentes que forman parte del Anexo I.
ANEXO I. LINEAMIENTOS Y COMPONENTES DEL PROYECTO PEDAGÓGICO DE EDUCACIÓN A DISTANCIA.

1. La institución o unidad académica presentará un Proyecto Pedagógico en el que se fundamenten las razones por las cuales elige la modalidad, así como las intencionalidades educativas que se pretenden, los modos en que se propone alcanzarlas, las potencialidades con que se cuenta, las dificultades y obstáculos que se prevén, y las formas de sostener el proyecto en el tiempo.

2. La institución o unidad académica contará con un marco normativo que regule el desarrollo de la modalidad y que asegure la calidad de sus propuestas educativas. Esta normativa deberá dar cuenta de los actos administrativos de creación, organización, implementación, seguimiento y sustentabilidad de todos los aspectos que constituyen el proyecto pedagógico.

3. El proyecto pedagógico describirá los dispositivos que, observando consistencia interna y coherencia entre los mismos, permitan el desarrollo de la propuesta de enseñanza, atendiendo a los siguientes aspectos: 

3.1. la fundamentación de la elección de la modalidad, así como las intencionalidades educativas que se pretenden, las potencialidades con que se cuenta, las dificultades y obstáculos que se prevén.

3.2. el diseño de las actividades de enseñanza, las estrategias previstas para promover los aprendizajes, las instancias propuestas para la comunicación y la interacción entre docentes y estudiantes y los recursos y medios didácticos.

3.3. los recursos documentales y de acceso a la información –bibliotecas físicas, digitales, virtuales y/o repositorios institucionales- de los que se dispone para acompañar los aprendizajes.

3.4. las formas que adopta la evaluación de los aprendizajes y la explicitación de los procedimientos que garanticen las condiciones de confiabilidad y validez.

3.5. las tecnologías previstas para sostener el proyecto pedagógico. 

3.6. el trabajo multidisciplinar que aborda los aspectos pedagógicos, comunicacionales y tecnológicos.

3.7. las propuestas de formación en la modalidad y en el uso pedagógico de las tecnologías que se incorporen para los actores involucrados.

3.8. las instancias institucionales de producción. difusión y/o transferencia de conocimientos vinculados con el desarrollo de la modalidad a distancia 

3.9. las formas de selección, promoción, evaluación y designación de los docentes que integran las propuestas de educación a distancia.

3.10. las estructuras de gestión que permiten la organización, administración y desarrollo del proyecto 3.11. los propósitos y modos de funcionamiento en el caso de que se prevean sedes, centros de apoyo u otro tipo de organización descentralizada.

3.12. la organización de instancias o actividades presenciales en el caso de que se consideren necesarias.

3.13. los procesos de seguimiento, las estrategias de evaluación y los planes de mejora del proyecto pedagógico.

� 1 Artículo 74. — La presente ley autoriza la creación y funcionamiento de otras modalidades de organización universitaria previstas en el Artículo 24 de la ley 24.195 que respondan a modelos diferenciados de diseño de organización institucional y de metodología pedagógica, previa evaluación de su factibilidad y de la calidad de su oferta académica, sujeto todo ello a la reglamentación que oportunamente dicte el Poder Ejecutivo nacional. Dichas instituciones, que tendrán por principal finalidad favorecer el desarrollo de la educación superior mediante una oferta diversificada pero de nivel equivalente a la del resto de las universidades, serán creadas o autorizadas según corresponda conforme a las previsiones de los Artículos 48 y 62 de la presente ley y serán sometidas al régimen de títulos y de evaluación establecido en ella.


Este Artículo de la Ley Federal de Educación, al que luego volveremos al analizar específicamente la Ley 24195, referencia expresamente “ Artículo 24º - La organización y autorización de Universidades alternativas, experimentales, de postgrado, abiertas, a distancia, institutos universitarios tecnológicos, pedagógicos y otros creados libremente por iniciativa comunitaria, se regirán por una ley específica.” La letra del legislador refería en cuanto a las “abiertas o a distancia” a Universidades tales como la Universidad Abierta del Reino Unido (The Open University, OU) fundada en 1969, o a la Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED), creada en España mediante el decreto 2310/1972.





Decreto 81/98 Visto los Artículos 24 de la Ley Federal de Educación N. 24.195 y 74 de la Ley de Educación Superior N. 24.521, y


CONSIDERANDO


Que la primera de esas normas establece que "la organización y autorización de universidades alternativas, experimentales, de posgrado, abiertas, a distancia, institutos universitarios tecnológicos, pedagógicos y otros creados libremente por iniciativa comunitaria, se regirán por una ley específica".


Que, con posterioridad, la Ley específica para toda la Educación Superior N. 24.521, precisó, en su Artículo 74, el alcance de aquella norma al referirla expresamente a "modelos diferenciados de organización institucional y de metodología pedagógica" adoptados por instituciones de "nivel equivalente al de las demás universidades", a las que extendió las disposiciones sobre procedimientos de creación o autorización y los regímenes de títulos y de evaluación comunes a todas las instituciones universitarias, encomendando al Poder Ejecutivo Nacional únicamente la reglamentación de los restantes aspectos de su organización y funcionamiento.


Que una interpretación armónica de las normas citadas conduce a la conclusión de que la reglamentación encomendada al Poder Ejecutivo Nacional, es innecesaria en el caso de los institutos "tecnológicos" o "pedagógicos", cuya única peculiaridad consiste en la limitación de las áreas disciplinarias que cultivan, aspecto que los asimila a los restantes institutos universitarios, e igualmente innecesaria en el de las universidades de "posgrado", cuya especificidad reside en el nivel de su oferta educativa, característica que no las diferencia, ni en su organización ni en su metodología pedagógica, de las demás universidades, que en su mayoría tienen carreras, departamentos o escuelas de posgrado.


Que tampoco corresponde dictar reglamentación general alguna con relación a las universidades "alternativas" o "experimentales", también mencionadas en el Artículo citado, pues tales denominaciones no remiten a ningún tipo específico de organización institucional o metodología pedagógica, por lo cual las normas que eventualmente pudieran aplicárseles serán las correspondientes a las instituciones universitarias afines o bien tener alcance necesariamente particular.


Que, en cambio, en lo que respecta a instituciones de "educación a distancia" y las denominadas abiertas caracterizadas por el empleo de recursos tecnológicos y procedimientos metodológicos innovadores que no requieren la presencia física permanente del alumno en las aulas u otras dependencias universitarias, la notoria complejidad de su organización y funcionamiento justificaría una reglamentación específica.


Que no obstante, la diversidad de carreras que pueden cursarse mediante tal modalidad y la falta de antecedentes nacionales suficientemente experimentados dificultan la sanción de normas generales, capaces de prever la multiplicidad de situaciones posibles.


Que por ello la solución más conveniente, al menos mientras no se cuente con una mayor experiencia, es la de facultar al MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION para dictar las normas necesarias de acuerdo con la realidad de los casos concretos que se vayan presentando, todo ello sin perjuicio de las atribuciones propias del Poder Ejecutivo Nacional, en el acto de la puesta en marcha de una institución universitaria nacional, de autorización de una institución universitaria privada, o de reconocimiento de una institución universitaria provincial.


Que sin perjuicio de ello, corresponde precisar por vía reglamentaria del Artículo 74 de la Ley N. 24.521 algunos aspectos fundamentales que resultan de aplicación a cualquier modalidad innovadora, a fin de que sean tenidos en cuenta en las  disposiciones que dicte el referido ministerio.


Que la presente medida se dicta en función de lo dispuesto por el Artículo 74 de la Ley N. 24.521 y de conformidad con lo establecido por el Artículo 99, inciso 2) de la CONSTITUCION NACIONAL.


POR ELLO,


Art. 1: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION será órgano de aplicación de las disposiciones del Artículo 74 de la Ley Nº 24.521 en los supuestos de creación, reconocimiento o autorización de Instituciones Universitarias que adopten como modalidad exclusiva o complementaria la conocida como "educación a distancia" o se organicen según otras modalidades especiales que pudieran requerir por ello un tratamiento que contemple sus particulares características.


Art. 2: Las instituciones universitarias que se creen, se autoricen o se reconozcan bajo el régimen del Artículo 74 de la Ley N. 24.521, deberán ajustar su funcionamiento a las pautas e instructivos específicos que dicte el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION en los aspectos en que la organización y funcionamiento se aparte del régimen general previsto para las instituciones universitarias, siéndole aplicables en lo demás las normas generales del sistema universitario.


Art. 3: Las pautas e instructivos que dicte el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION tenderán a asegurar, en todos los casos:


a) Que se trate efectivamente de ofertas de carácter universitario, que se propongan desarrollar experiencias innovadoras, y a las que no resulte aplicable en su totalidad la normativa universitaria general.


b) Que tales instituciones tengan como principal finalidad la de favorecer el desarrollo de la educación universitaria mediante modelos diferenciados de organización institucional y de metodología pedagógica. c) Que la factibilidad, así como la calidad y la excelencia de la oferta educativa, propias del nivel universitario, queden debidamente aseguradas. d) Que la organización, funcionamiento y propuesta académica de las instituciones de que se trate, se ajuste en todo lo posible a las disposiciones de la Ley N. 24.521, pudiendo apartarse de ellas sólo en aquellos aspectos en los que se requiera una regulación especial y siempre que ello no desvirtúe principios fundamentales contenidos en aquella norma. e) Que cualquiera sea la modalidad adoptada, las instituciones a las que se refiere el Artículo 2 queden sometidas al régimen de títulos y de evaluación institucional previstos por la Ley N. 24.521.


FIRMANTES-MENEM-RODRIGUEZ-DECIBE.


� Artículo 48. — Las instituciones universitarias nacionales son personas jurídicas de derecho publico, que solo pueden crearse por ley de la Nación, con previsión del crédito presupuestario correspondiente y en base a un estudio de factibilidad que avale la iniciativa. El cese de tales instituciones se hará también por ley. Tanto la creación como el cierre requerirán informe previo del Consejo Interuniversitario Nacional.





� Artículo 62º - Las instituciones universitarias privadas deberán constituirse sin fines de lucro, obteniendo personería jurídica como asociación civil o fundación. Las mismas serán autorizadas por decreto del Poder Ejecutivo nacional, que admitirá su funcionamiento provisorio por un lapso de seis (6) años, previo informe favorable de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria(CONEAU), y con expresa indicación de las carreras,


grados y títulos que la institución puede ofrecer y expedir.





� Decreto 81/98 Artículo 2: Las instituciones universitarias que se creen, se autoricen o se reconozcan bajo el régimen del Artículo 74 de la Ley N. 24.521, deberán ajustar su funcionamiento a las pautas e instructivos específicos que dicte el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION en los aspectos en que la organización y funcionamiento se aparte del régimen general previsto para las instituciones universitarias, siéndole aplicables en lo demás las normas generales del sistema universitario.





� Artículo 41º - El reconocimiento oficial de los títulos que expidan las instituciones universitarias será otorgado por el Ministerio de Educación. Los títulos oficialmente reconocidos tendrán validez nacional.





� Artículo 43º - Cuando se trate de títulos correspondientes a profesionales reguladas por el Estado, cuyo ejercicio pudiera comprometer el interés público poniendo en riesgo de modo directo la salud, la seguridad, los derechos, los bienes o la formación de los habitantes, se requerirá que se respeten, además de la carga horaria a la que hace referencia el Artículo anterior, los siguientes requisitos: a) Los planes de estudio deberán tener en cuenta los contenidos curriculares básicos y los criterios sobre intensidad de la formación práctica que establezca el Ministerio de Educación, en acuerdo con el Consejo de Universidades; b) Las carreras respectivas deberán ser acreditadas periódicamente por la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria o por entidades privadas constituidas con ese fin debidamente reconocidas. El Ministerio de Educación determinará con criterio restrictivo, en acuerdo con el Consejo de universidades, la nómina de tales títulos, así como las actividades profesionales reservadas exclusivamente para ellos.





� Artículo 42º - Los títulos con reconocimiento oficial certificará la formación académica recibida y habilitará para el ejercicio profesional respectivo en todo el territorio nacional, sin perjuicio del poder de policía sobre las profesiones que corresponde a las provincias. Los conocimientos y capacidades que tales títulos certifican, así como las actividades para las que tienen competencia sus poseedores, serán fijados y dados a conocer por las instituciones universitarias, debiendo los respectivos planes de estudio respetar la carga horaria mínima que para ello fije el Ministerio de Educación, en acuerdo con el Consejo de Universidades.


� Art.34. “La Educación Superior comprende: a) Universidades e Institutos Universitarios, estatales o privados autorizados, en concordancia con la denominación establecida en la Ley Nº 24.521. b) Institutos de Educación Superior de jurisdicción nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de gestión estatal o privada.”





� Art.34. “La Educación Superior comprende: a) Universidades e Institutos Universitarios, estatales o privados autorizados, en concordancia con la denominación establecida en la Ley Nº 24.521. b) Institutos de Educación Superior de jurisdicción nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de gestión estatal o privada.”





� Art.106. “Quedan comprendidos en la denominación Educación a Distancia los estudios conocidos como educación semipresencial, educación asistida, educación abierta, educación virtual y cualquiera que reúna las características indicadas precedentemente.”





� Art.108.”El Estado nacional y las jurisdicciones, en el marco del Consejo Federal de Educación, diseñarán estrategias de educación a distancia orientadas a favorecer su desarrollo con los máximos niveles de calidad y pertinencia y definirán los mecanismos de regulación correspondientes.”


Art.109.”Los estudios a distancia como alternativa para jóvenes y adultos sólo pueden impartirse a partir de los DIECIOCHO (18) años de edad. Para la modalidad rural y conforme a las decisiones jurisdiccionales, los estudios a distancia podrán ser implementados a partir del Ciclo Orientado del Nivel Secundario.”.


Art.110.”La validez nacional de títulos y certificaciones de estudios a distancia se ajustará a la normativa del Consejo Federal de Educación y a los circuitos de control, supervisión y evaluación específicos, a cargo de la Comisión Federal de Registro y Evaluación Permanente de las ofertas de Educación a Distancia y en concordancia con la normativa vigente.” (para mantener concordancia con la norma en su conjunto, refiere a las formaciones de los diferentes niveles, excluido el universitario)
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